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Silencia. no onstante. el1egislador los efectos que sobre el cómputo
del plazo de interposición del recurso produce la eventualídad acaecida
en el presente caso, esto es, Que ante la renuncia del Letrado libremente
designado por el recurrente, este solicite y el juzgador acceda al nom­
bramiento de un nuevo Letrado por- el turno de oficio. Sin embargo.
a la luz de la doctrina constitucional antes expresada las comideraciones
que siguen imponen una paralización del curso de Jos autos desde
que se fom1Ula la petición y hasta que la designación obre en poder
del órgano judicial.

La solicitud implica el ejercicio del derecho fundamental a la asis­
tencia letrada. cuyo efectivo disfrute deben asegurar los poderes publicos.
La mera decisión del órgano judicial de acceder al nombramiento y
acordar su designación proveyendo los medios oportunos no basta
para satisfacer el derecho. sino que es necesario que el profesional
de la Abogada asi nombrado pueda prestaren tenninos reales y efectivos
una defensa técnica a la parte. garantia material en la que se traduce
el derecho.

A la provisión de Letrado deben subvenir. entre otros. el órgano
judicial y el Colegio Profesional correspondiente y no puede, por tanto.
otorgarse a su preceptiva intervención en esta fase procedimental exclu­
sivamente el carácter de un requisito procesal cuyo cumplimiento incum­
be a la parte recurrente. Anudar al retraso que pueda experimentar
la índividualizacíón del Abogado designado la caducidad del recurso
equivaldría a convertir la demora en la prestación de un derecho fun­
damental en una causa impeditiva del ejercicio de otro derecho fun­
damental que también ostenta el recurrente, porque se le privarla del
derecho de acceso al recurso por no disponer de un Letrado para
su fonnalización.

Ciertamente. no existe una prorrogabilidad arbitraria de los plazos,
ni éstos pueden quedar al arbitrio de las partes (STC 1/1989). pero
tampoco es aceptable hacer depender su cumplimiento de la mayor
o menor diligencia de una institución ajena a los litigantes: el Colegio
Profesional de Abogados.

Esta es, por lo demás. la solución prevista en el artículo 21.5 de
la vigente Ley de Procedimiento Laboral. en cuya virtud la solicitud
de designación de Abogado por el turno de oficio por parte de los
beneficiarios del régimen público de Seguridad Social comportará la
suspensión de los plazos de caducidad o la interrupción de la preg.
cripcion de acciones, así como la paralización del curso de los autos.
en su caso. y la acogída para el computo del plazo de veinte dias
establecido en el recurso de amparo cuando el demandante solicita
el nombramiento de Abogado y Procurador de oficio (STC 191/199l).

4. Las decisiones judiciales impugnadas sustentan tambitn la cadu­
cidad del recurso en la marginación de un segundo Letrado libremente
designado por los recurrentes y que expresamente no excusó su inter­
vención. Ahora bien. importa resaltar que no consta en las actuaciones
que al segundo Letrado le fuera notificada la providencia de 26 de
enero de 1989 por la que la Magistratura de Trabajo aceptó su desig.
nación por los recurrentes para que conjunta o separadamente. for·
malizaran el recurso de suplicación. Ni se practicó diligencia alguna
con este segundo Letrado tras la renuncia del primero, pues la prO­
videncia de 1 de febrero de J989. en la que se tienen por hechas
las manifestaciones de renuncia de éste tampoco le fue notificada a
aquél. Y tras la solicitud de los recurrentes para que se designase Letrado
por el turno de oficio. presumiblemente por estimar que la misma
exigencia de honorarios profesionales concurria igualmente en el segun·

do Letrado por ellos designado. la Magistratura de Trabajo prescindió
de tal desienación y a lo solicitado por los recurrentes mediante su
providencÍllde 3 de febrero de 1989: resolución que prefigura el posterior
curso de las actuaciones al contener la advertencia de ser improrrogable
y perentorio el plazo para fonnalizar el recurso aun si la des;gnación
del Letrado por el tumo de oficio no podia producirse dentro de dicho
plazo o este carecia de tiempo hábil para fonnalizar el recurso. Por
ello. cabe estimar. en definitiva. Que la actuación de la Magistratura
de Trabajo colocó a los recurrentes en una situación en la que era
previsible que quedaran vulnerados su derecho a la asistencia de Letrado
y el acceso a los recursos al inducirles a utilizar un cauce procesal
en condiciones inapropiadas. error del órgano judicial que. salvo que
también sea imputable a la negligencia del interesado -aquí ausente
[antecedente 2. d)}-, no puede producir efectos juridicos negativos
en la esfera del justiciable impidiéndole el acceso al recurso (SSTC
43/l983, 172/l985, 180/l987, 117/l 990. 190/l990 y 186/l991).

En cualquier caso. basar la caducidad del recurso en la sorpresiva
introducción de una Vla previamente desechada cuando. según se des·
prende del examen de las actuaciones judiciales. al referido Letrado
ni siquiera se le notificó que el procedimiento se hallaba a su disposición
para fonnalizar el recurso, entraña un desproporcionado rigorismo con­
trario al art. 24.1 e,E.

5. Procede, por tanto. estimar' el presente recurso de amparo y
sólo resta precisar que para restablecer a los recurrentes en la integridad
de su derecho a la tutela judicial efectiva es obligado retrotraer las
actuaciones al momento inmediatamente anterior al dictado del Auto
de la Magistratura de Trabajo de Melina de 10 de febrero de 1989,
a fin de que el Juzgado de 10 Social prosiga la tramitaciÓn del recurso
de suplicación en su dia anunciado.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA AlIT().­
RlDAD QUE LE C9NFlERIo LA CONST111JClÓN DE LA NACiÓN ESPANOLA,

Hadecidído

Estimar el recurso de amparo interpuesto por el Defensor del Pueblo
y, en consecuencia.

1.0 Declarar la nulidad de los Autos de la Magistratura de Trabajo
de Melil1a de 10 y 21 de febrero de 1989 recaidos en el procedimiento
núm. 310/88 y la de los Autos de la Sala de 10 Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid. de 22 de marzo y 23 de mayo de
1990. dictados en el recurso núm. 8.615/89.4.11

2.° Reconocer a los demandantes que anunciaron la interposición
de recurso de suplicación su derecho a la tutela judicial efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente anterior
al referido Auto de 10 de febrero de 1989. a fin de que el Juzgado
de lo Social de Melilla sustancie el recurso de suplicación anunciado.

Publiquese esta Sentencia en el ~Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiocho de septIembre de mil novecientos
noventa y dos.-Luis López Guerra.-Eugenio Diaz Eimil.-Alvaro Rodri­
guez Bereijo.-JuHo González Campos.-Carles Viver Pi·Sunyer.-Fir­
mados y rubricados.

24003 Pleno. Sentencia 133/1992, de 2 de octubre. Conflicto posi­
tivo de competencia 785/1985. Promovido por el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña en reiación con
la Orden del Ministerio de Sanidad y Consumo. de 29
de marzo de 1985, por la que se establecen normas para
la concesión. durante 1985. de subvenciones a las Aso­
ciaciones de Consumidores.

3.°.4.°, 5.°; 6.° Y7.° de la Orden del Ministerio de Sanidad y Consumo
de 29 de marzo de 1985, de subvenciones a las Asociaciones de Con­
sumidores. Ha sido parte el Gobierno de la Nación, representado por
el Abogado del Estado y Ponente, el Magistrado don Eugenio Díaz
Eimil, quien expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Miguel
ROdriguez-Pillero y Bravo-Ferrer. Presidente. don Luis López Guerra,
don Fernando Garcia-Mon y González·Reguerdl. don Carlos de la Vega
Benayas. don Eugenio Díaz Eimil. don Alvaro Rodriguez Bereijo. don
Vicente Gimeno Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos. don Pedro Cruz Villalón y don CarIes Viver
Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 785/1985. promovido
por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, representado
por el Letrado don Ramón Gorbs i Turbany. contra los nums. 1.°.

l. El día 14 de agosto de 1985 tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal el escrito presentado por el Letrado don Ramón Gorbs
i Turbany. planteando en nombre del Consejo Ejecutivo de la Gene·
ralidad de Cataluña. conflicto positivo de competencia contra los núms.
1.0, 3.°. 4.°. 5.°. 6.° Y 7.° de la Orden del Ministerio de Sanidad y
Consumo de 29 de marzo de 1985. por la que se establecen normas
para la concesión durante 1985 de subvenciones a las Asociaciones
de Consumidores. Tras señalar que se cumplen los requisitos fonnales
-requerimiento previo no aceptado, plazo y postulación-, se funda·
menta el presente conflicto de competencia en las siguientes alegaciones;

a) Comienza el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña
afirmando que cualquier cuestión que se suscite en relación a los créditos
para subvenciones previstos en los Presupuestos Generales del Estado.
necesariamente debe contemplarse en el marco del art. 78 de la Ley
50/1984. de 30 de diciembre. de Presupuestos Generales del Estado
para 1985. en tanto en cuanto que en el mismo se contienen las normas
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para el seguimiento y control de la gestión de las subvenciones.
Esta referencia resulta obligada porque las normas que se establecen

en concreto para regular una subvención detenninada. y en función
de lo dispuesto en el meritado precepto. podrán o no suponer una
vulneradón de competencias por razón de la materia objeto de la
subvención, pero en todo caso el precepto en cuestión, mientras no
se modifi,que. constituye un grave atentado a la autonomía fmanciera
de las Comunidades Autónomas reconocida en el arto 156.1 C.E., debido
a la amplitud y generalidad de las previsiones contenídas en el mismo
al sujetar todas las subvenciones dotadas con recursos estatales a la
normativa de las instancias centrales en función de su política y finalidad.
Se concluye esta primera cuestión referente a la autonomía fmanciera.
sintetizando las alegaciones realizadas por el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña en el recurso de inconstitucionalidad
núm. 265/1985, formulado entre otros. contra el citado art 78 de
la Ley 50/1984, afmnando que el carácter final de la subvención no
es suficiente para dar soporte al desapoderainiento competencial que
se pretende de adverso teniendo encuenta que •. « la subvención no
es un concepto que delimite competencias, atrayendo toda regulación
que. desde uno u otro supuesto. tenga conexión con aquella,. (STC
39/1982).

b) Seguidamente. el representante del Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluiia entra a analizar la competencia de la defensa
del consumidor y del usuario. Asi. el arto 51 de la C.E. se limita
a reconocer constitucionalmente el derecho a la defensa del consumidor
y del usuario. ya encomendar a los poderes públicos, «en abstracto».
la garantía de la citada defensa asi como. entre otras. el fomento de
las asociaciones de consumidores. Y. se advierte que el mencionado
derecho no se encuentra en ninguno de los dos listados de competencias
previstos en los arts. 148 y 149 C.E., por lo que la citada competencia
podrá corresponder a las Comunidades Autónomas ql virtud de' sus
respectivos Estatutos.

El art 12.1.5 del Estatuto de Autonomía de Cataluña atribuye a
la Generalidad de Cataluña la competencia exclusiva en materia de
defensa del copsumidor y usuario. sin peljuicio de la politica general
de precios. de la legislación para la defensa de la competencia. y' de
acuerdo con' las bases y la ordenación de la actividad económica general
y la politica monetaria del Estado. En vírtud de esta asunción de como
petencias, y por el Real Decreto 2.575/1983, de 20 de julio, se tras­
pasaron a la Generalidad de Cataluña las funciones y servicios del
Estado en materia de defensa del consumidor y del usuario y, con·
cretamente, las relativas al fomento de las actividades y al desarrollo
de las asociaciones de consumidores y usuarios. .

No .obstante. y a pesar de esta clara delimitación competencíal.
el Gobiemodel Estado, a través del Ministerio de-Sanidad y Consumo.
dicta una disposición que no sólo limita la decisión relativa al gasto
de unos fondos transferidos, sino que establece los requisitos que debe­
rán reunir quienes soliciten las ayudas. el destino de las cantidades
globales asignadas a las asociaciones y el procedímíento a seguir para
la solicitud de subvenciones~

c) La normativa contenida en la Orden de 29 de marzo de 1985
es imposible de conjugar con una competencia exclusiva como la de
la Generalidad de Catalufia que. a tenor del art. 25.2 del Estatuto
de Autonomia. comprende la potestad legislativa. reglamentaria y la
función ejecutiva, incluida la inspección, y en cuya virtud han sido
dictadas las siguientes disposiciones:

Decreto 42911983, de 18 de octubre, por el que se crea el Registro
de Organizaciones de Consumidores y Usuarios de Cataluña.

Orden de 2 de diciembre de 1983. por la que se fijan los requisitos
a cumplir por las Organizaciones de Consumidores y Usuarios para
su inscripción en el Registro de Organizaciones de Consumidores y
Usuarios de Cataluña.

Decreto lOfl98S. de 18 de enero, por el que se establecen los
criterios de distribución y el procedimiento para la concesión de sub­
venciones a Entidades sin ánimo de lucro para el desarrollo de acti·
vidades destinadas a la orientación y defensa del comumídor y usuario.

Por ello, la regulación de las condiciones y requisitos que han de
reunir las Asociaciones de Consumidores y Usuarios para recibir ayudas
de los poderes públicos contenida en la orden de referencia, constituye
una ínequivoca invasión de las competencias de la Generalidad de
Cataluña, aun cuando dicha regulación se intente justificar en 10 dis­
puesto en el arto 20 de la Ley General para la Defensa de los Con­
sumidores y Usuarios. precepto, que por otra parte. es objeto de recurso
de inconstitucíonalidad.

La atribución a la Administración del Estado de la elaboración
de la nonnativa general que regula las subvenciones y ayudas concedidas
a cargo de los Presupuestos Generales del Estado contenida en la
l.ey 50/1984, en modo alguno puede modificar el reparto especifico
de competencias que resulta de la Constítucíón y de los Estatutos
de Autonomía. de una parte, por cuestión de rango legal. y de otra,
porque de ser así sé estaria atribuyendo a la subvención una función
que según el Tribunal Constitucional no le corresponde: la delimitación
de competencias.

Finalmente, el representante del Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña, se opone a la argumentación del Consejo de Ministros,

según la cual no puede sostenerse que el ejercicio de las facultades
contenidas en la Orden en cuestión ínvada competencia de Cataluña
o la vacie de contenido «... ya que son ayudas que concurren con
cualesquiera otras que puede establecer la Comunidad Autónoma. en
base a los créditos propios y sometidos a sus propias normaSll. Pues
en virtud de la asunción de competencias en materia de defensa del
consumidor y del usuario y de la transt'erencia de funciones del Estado
a la Generalidad de Cataluña operada a través del Real Decreto
2575/1983, fueron traspasadas las «funciones que venía realízando la
Administración Central del Estadoll en la materia. lo que implicó un
desapoderamiento de dicha Administracíón Central, concentrándose
en manos de la Generalidad de Cataluña todas las funciones relativas
al fomento de actividades y desarrollo de las Asociaciones de Con­
sumidores y Usuarios.

Por todo lo expuesto, el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluiia, suplica que se tenga por planteado conflicto positivo de c~m­

petencia frente al Gobierno del Estado en relacíón con los nUms. '1:),
2.°. 3.°. 4.°, 5.°, 6.° Y 7.0 de la Orden del Ministerio de Sanidap. y
Consumo de 29 de marzo de 1985, por la que se establecen normas
para la concesión durante 1985, de subvenciones a las Asociaciones
de Consumidores y, en sus meritos. dictar Sentencia por la que se
anulen los expresados de la citada Orden por cuanto vulneran las com­
petencias de la Generalidad de Cataluña.

2. Mediante providencia de 18 de septiembre de 1985, la Sección
Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trámite el conflicto y dar
traslado del mismo al Gobierno, a traves de su Presídente, al objeto
de que, en el plazo de veinte días y por medio de la representación
procesal que detennina el arto 82.2 de la LOTe. aportara cuantos
documentos y alegaciones considere convenientes. Se acordó. asimismo,
dirigir al Presidente de la Audiencia Nacional la pertinente comuni·
cación a los efectos de lo prevenido en el art. 61.2 de la citada Ley
Orgánica, así como la publicación de los diarios oficiales de la for­
malización del conflicto.

3. El Abogado del Estado, en representación del Gobíerno de
la Nación, presentó escrito de alegaciones el día 17 de octubre
de [985.

Comienza el Abogado del Estado precisando el objeto de{ctmtlicto.
en el sentido de que lo que se solicita por el representante del Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña es la inaplicación de la dis­
posición estatal en el ámbito territorial de Cataluña y ello, ademas.
únicamente en cuanto al 70 por 100 del crédito presupuestario asignado
a las Comunid::_~es Autónomas para su distribución entre las asocia·
ciones radicadas en su ámbito territorial ya Que, asÍ, ni se ímpugna
la reserva del 30 por 100 de la consignación presupuestaria para sub­
venciones a asociaciones de ámbito nacional (3rt. 2), ni estas serian
asociaciones sujetas a la exclusiva competencia autonómica en la expre­
sión utílizada por el requerimiento previo de incompetencia.

A continuación manifiesta que parece conveniente examinar sepa~

radamente dos cuestiones: el alcance de la arguida eficacia excluyente
de la competencia exclusiva autonómica en materia de defensa del
consumidor y ustu1.rio, y en segundo término, la compatibilidad con
dicha titularidad autonómica (art. 12.1.5 E.A.C.). de la regulación con·
tenida en la Orden ministerial objeto del conflicto, en cuanto aplícable
al 70 por 100 del crédito presupuestario asignado a las Comunídades
Autónomas en orden a su distribución emre las Asocíaciones de Con­
sumidores de su ámbito territorial.

A) En cuanto a la primera cuestión. el Abogado del Estado hace
dos consideraciones conectadas entre si, que impiden señalar el criterio
de extensión excluyente a favor de la Comunidad Autónoma de Cataluña
de la materia de defensa del consumidor y del usuario.

En prime'r lugar, la concreción constitucional del ámbito de la auto­
nomia a la gestión de sus respectivos intereses (art. 137 c.E.). El
Tribunal Constitucional ha señalado los limites que han de observarse
en la invocación de esta doctrina del «interes propío». Desde esta pers­
pectiva que se está examinando parece sin embargo necesaria esta
referencia al arto 137 C.E., por cuanto enlaza con una incontrovertible
constatación: la mera agregación de los intereses territoriales cuya ges­
tión corresponde a las Comunidades Autónomas no equivale al interés
nacional cuya gestión determina, con una nota cualítatívamente dife·
renciada de la autonomía, la soberania estatal. Desde el punto de vista
de las actuaciones subvencionadas estatales no sólo es legitimo, sino
en ocasiones constitucionalmente obligado, contemplar los intereses
nacionales en su conjunto disponiendo mediante la potestad de gasto
inherente a la aprobación de los presupuestos estatales el favorecimiento
de intereses generales que, por la mencionada no identificación con
el mero agregado de los intereses propios de cada Comunidad no
han de quedar faltos de cobertura.

Esta primera reflexión conecta con la segunda anunciada. Ninguna
previsión estatutaria tiene carácter excluyente de actuaciones estatales
subvencionales sobre ese ámbito material. Y ello, por la razón de que.rcon mayor o menOl explicitud. las reservas constitucionales de titu-

¡
laridades estatales legitimaran actuaciones estatales de fomento.

Así ocurre desde luego en materia de fomento de las Organizaciones
de Consumidores como resulta del mandato a los poderes públicos
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contenido en el núm. 2 del aft. 51 c.E.. como reitera el arto 20.1 1
de la Ley 26/1984 Ycomo, desde el plano de las normas de transferencias
de servicios recogió el Real Decreto 2.575/1983, de 20 de julio, al
señalar ó(sin peIjuicio de 10 anterior.. (esto e~ con ind~pendencia de
las funciones transferidas). la Administración Central del Estado seguirá
ejercitando las funciones relativas al fomento de las Asociaciones y
Federaciones de Consumidores y Usuarios de ámbito estatal.

Pero la compatibilidad con el titulo compctencial exclusivo del
arto 12.1.5 RAe. de la regulación referida al 30 por IDO del credito
presupuestario destinado a subvenciones de Asociaciones de Consu~

midares de ámbito nacional. no es discutida. sino que el problema
se plantea en relación al fomento de Asociaciones de Consumidores
radicadas en el ámbito del territorio de la Comunidad con competencia
exclusiva en materia de defensa del consumidor.

B) La segunda cuestion es la referente a la compatibilidad con
la titularidad autonómica en materia de defensa del consumidor y del
usuario, con la regulación contenida en la Orden ministerial objeto
de conflicto en cuanto aplicable al 70 por 100 del crédito presupuestario
asignado a las Comunidades Autónomas en orden a su distribución
entre las Asociaciones de Consumidores de su ámbito territorial.

Para el Abogado del Estado no cabe duda de la legitimidad cons..
titucional del arto 78 de la Ley 50/1984. El mencionado precepto y
la previsión de un régimen propio para las subvenciones que no formen
parte del coste efectivo de los servicios asumidos, responde a una
doble consideración:

El legislador presupuestario estatal, así como queda vinculado a
efectuar las transferencias de créditos a las Comunidades Autónomas
correspondientes al coste de los servicios asumJdos por aquéllas, en
es.te otro campo de las subvenciones no incluidas en dicho coste efectivo
opera, si no con absoluta discredonalidad, si con amplia libertad de
decisión y de conftgUIación.

La libertad de decisión ponderando, en ejercicio de la potestad
de gasto público, entre los difetentes intereses generales, llevará al
legislador presupuestario estatal a incluir, o no, entre las consignaciones
presupuestarias unas detenninadas subvenciones; la libertad de con·
figuracióllo. atendiendo el carácter finalista que es esencial al propio
conceptóde subvenciones, conducirá al establecimiento estatal de unas
reglas Que garanticen la adecuada aplicadón de aquellos fondos pre­
supuestarios a los fmes perseguidos mediante su dotación.

Pero sobre todo. lo Que importa destacar es que aquella libertad
de! legislador presupuestario estatal en la decisión y en la conftguración
de subvenciones no incluidas en las transferencias correspondientes
al coste de los servicios asumidos opera sobre un ámbito nacional.
Es desde una ponderación del conjunto de los intereses generales que
el legislador presupuestario estatal decide la dotación de unas sub­
venciones para determinadas fmalldades, y, asimismo. en esa contem·
plación del conjunto de la nación se produce la conftguración que,
de acuerdo con la fmalidad de cada tipo de subvención. integra da
nonnativa general del Estado que regula cada tipo de subvención_
señalada en el art. 78.1

Por tanto, aunque se trate de ambitos materiales sujetos en orde~

naciÓn y gestión a competencia autonómica exclusiva, el legislador
presupuestario estatal puede prevenir una actuación estatal de fomento
directamente destinada a sujetos privados incluidos en el ámbito de
la mencionada competencia autonómica. .

Naturalmente la indicada intervención estatal de fomento no puede
rebasar su contenido propio de modo que, al abrigo de las potestades
respecto del gasto público, se invada el contenido propio de las com­
petencias autonómicas de ordenación y gesti6n respecto a una deter·
minada materia Tal doctrina que fundamenta el régi..'7len jurídico pre­
vísto en el arto 78.1 de la Ley 150/1984 se corresponde con los pro-­
nunciamientos al respecto hasta ahora de la juri~prudencia constitu·
cional, señalándose a este respecto las SSTC 39/1982 y 33/1984.

Por lo que, teniendo presente los criterios a este respecto de la
jurisprudencia constitucional, lleva al Abogado del Estado a manifestar
que- la competencia exclusiva de ordenación y Bestión respecto a la
defensa del consumidor (art. 12.1.5 EA.e), no ímpide la previsión
en los Presupuestos Generales del Estado, con la aplicación, en virtud
del art, 78.1 de la Ley 50/1984, de la regulación inherente a la potestad
estatal de gasto público de subvenciones dirigidas a Asociaciones de
Consumidores radicadas en el ámbito de Cataluña. Y que la Orden
ministerial objeto del conflicto. ni cuando establece los requisitos. ni
cuando desarrolla las fmalidades, programas y documentación a prestar,
no invade ningún tipo de competencia de ordenacion ni de gestión,

Tal seria en deftnitiva, la orientación predominante en otros sistemas
como en la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Estados Unidos
de Norteamérica,

En virtud de lo expuesto, la representación del Gobierno termina
sus alegaciones pidiendo que se declare la titularidad estatal de la como
petencia ejercitada por medio de la Orden de 29 de marzo de 1985
del Ministerio de Sanidad)' Conswno, por la Que se establecen nonnas
para la concesión durante 1985, de subvenciones a las Asociaciones
de Consumidores sin que haya lugar por tanto a la solicitada anulación
de los preceptos de la misma.

4, Mediante providencia de la Sección Primera de este Tribunal,
de 29 de octubre de 1990, se acordó. de c.onfonnidad con el
arto 84 de la LOTC. conceder a las partes un plazo de diez días para
que alegasen sobre la subsistencia o no, a su juicio, de la controversia
competencial planteada. a la vista de que la disposición en conflicto
pudiera haber agotado plenamente sus efectos, asi como sobre la even·
tual incidencia en el mantenimiento v resolucion del conflicto planteado
de Id doctrina constitucional conteni-da en el STC 96/l990.

Con fecha de 16 de noviembre de 1990. el Abogado del Estado
presentó escrito de alegaciones, exponiendo en síntesis lo siguiente:

A) Que la Orden ministerial de 29 de marzo de 1985 era una
nonna de vigencia temporal limitada. coincidente con el ejercicio pre­
supuestario, que caducó el 31 de diciembre de 1985. Pero, ademas,
mediante estas nonnas se trataba de distribuir ~el crédito previsto para
estas atenciones en los Presupuestos Generales del Estado, Instituto
Nacional de Consumo» (ap. 2 de la Orden); Y. en efecto. el importe
de ese crédito o se distribuyó en su totalidad o. si no, el remanente
habrá tenido el destino presupuestario procedente, en todo caso, ajeno
a la Orden en conflicto.

No obstante, añade el Abogado del Estado. es dudoso que la mer¿
caducidad de una disposición con "igencia temporalmente limitada
determine necesariamente la desaparición sobrevenida de la controversia
por agotamiento de efectos cuando, lo que se discuta sea la titularidad
de la competencia para dictar la norma. Pero. en el caso que nos
ocupa. la parte promotora no reclama -ni podria- la titularidad de
la competencia para regular con carácter general la distribución de
un crédito consignado en los Presupuestos Generales del Estado, sino
que pide solamente la anulación de los apartados impugnados ..por
cuanto vulneran las competencias de la Generalidad de Cataluña);. Aho­
ra bien. esa aIlulación carece de tt.xlosignifjcado práctico una vez
repartido el crédito presupuestario global en la fonna prescrita por
la Orden en conflicto. Este es el agotamiento de efectos que detennina
la desaparici6n de la controversia. en cuanto hace perder su sentido
a la concreta pretensión conflictual deducida.

B) La Ordenen conflicto se dietó al amparo de la dísposicion
adicional decimoquinta de la Ley 50/1984, de 3D de diciembre. de
Presupuestos Generales del Estado para 1985, y ha de entenderse basada
en el arto 78 de la misma Ley, precepto exhaustivamente examinado
en la STC 96/1990, que no hallo inconstitucionales sus apartados.
aunque prescribió una interpretación para el apartado 3.° Resulta asi
que, si examinamos el escrito de interposición del confiicto, hallaremos
que las cuestiones controvertidas han quedado resueltas en los fun­
damentos ·13 Y siguientes de dicha Sentencia, Esu rircunstanda y el
pleno agotamiento de los efectos de la Orden recurrida hacen procedente
poner fIn al conflicto por objetiva desaparició", de la contro"'Crsia con
carácter sobrevenido.

Concluye el Abogado del Estado suplicando que por el Tribunal
se declare tenninado el conflicto por objetiva desaparición de la con..
troversia con carácter sobrevenido, tanto por el pleno agotamiento
de los efectos de .la Orden en conflicto como por haberse aclarado
las cuestiones litigiosas en la jurisprudencia constitucional, singular­
mente en la STC 96/1990.

Por su parte, la representación del Consejo Ejecutivo de la Gene·
ralidad de Cataluña, el dia 19 de noviembre de 1990 formuló sus
alegaciones. Según esta representación. la disposición impugnada se
trata de una nonna que en la actualidad ha agotado plenamente sus
efectos. Y de otra parte, la doctrina contenida en la STC 96/1990.
expresada en términos generales, resulta de aplicación también a la
controversia competencial aqui suscitada

En efecto, las ayudas presupuestadas por el Estado se inscriben
en el ámbito del consumo, en el cual. y en Cataluña. el Estado carece
de título competencial que le habilite para actuar, en tanto que a lá
Generalidad le ha sido atribuida una competencia de carácter exclusivo.
Todo lo cual habría de conducir a una resolución del conflicto pendientt'
favorable a las posiciones formuladas en la demanda

5. Por providencia del Pleno de este Tribunal de 29 de septiembre
actual, se acordó señalar el dia 2 de octubre siguiente para deliberación
y votación de esta Sentencia.

lL Fundamentos jurídicos

1> El objeto del presente conflicto de competencia positivo consis1e
en determinar si los nUrns. 1.(>, 3.°, 4.''' 5.°, 6.° y 7.° de la Orden
del Ministerio de Sanidad y consumo de 29 de marzo de 1985 (<<Boletin
Oficial del Estado);> de 10 de abril), por la que se establecen normas
para la concesión durante 1985 de subvenciones a las Asociaciones
de Consumidores, que. según el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Catalufia, infringiendo el principio de autonomia financiera con­
sagrado en el arto 156.1 C.E., invade la competencia en materia de
defensa del consumidor y del usuario; o si por el contrario, como
afIrma el Abogado del Es1ado en defensa y representación del Gobierno
de la Nación. la Orden ministerial no supone un exceso competencial
por parte del Estado. no afectando al principio de autonornia pre·
supuestaria, tal y como ha manifestado el Tribunal Constitucional en
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la STC 9611990. al declarar que no es inconstitucional el art. 78 de
la Ley 50/1984. de Presupuestos Generales del Estado para 1985.
en que se basa la mencionada· Orden, teniendo en cuenta por otra
parte. que el presente conflicto ha agotado todos los efectos, pues
en el mismo se soücita la anulación de determinados preceptos por
invadir competencias de la Generalidad de Cataluña. y no la titularidad
de la competencia para regular con carácter general la distribución
de un crédito consignado en los Presupuestos Generales del Estado,
y esa anulación carece de todo significado práctico una vez repartido
el crédito presupuestario global en la forma prescrita por la Orden
cuestionada.

Pues bien. antes de entrar en el examen del fondo del conflicto.
es necesario desestimar la objeción procesal planteada por el Abogado
del Estado. Es cierto. y así también lo admite el representante del
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña. que la norma objeto
del presente conflicto. tiene un carácter temporal. habiendo agotado
sus efectos· ya que las subvenciones convocadas dentro del ejercicio
presupuestario correspondiente para el año 1985, han sido ya con·
cedidas.. por lo que habría desaparecido el objeto inmediato del conflicto
en virtud de la falta de vigencia de esa norma; ahora bien, este Tribunal
ha venido sosteniendo que en tales supuestos puede no ser ociosa
una decisión sobre el objeto mediato del conflicto, es decir, un pro­
nunciamiento con alcance general sobre la titularidad de la competencia
(art. 66 de la LOTC), en su día ejercida en la concreta disposición
impugnada (STC 147/1991 y ATC 1711991. entre otras). Y es pre­
cisamente esto lo que ocurre en el presente caso, que se centra en
detenninar si el procedimiento de concesión de las subvenciones a
las Asociaciones de Consumidores radicadas en el territorio de la Comu·
nidad Autónoma de Cataluña, implica una invasión de la competencia
propia de la citada Comunidad

2. La Orden de 29 de marzo de 1985, por la que ¡re establecen
normaS para la concesión durante 1985 de subvenciones a las Aso­
ciaciones de Consumidores, estaba basada en el arto 78 y en la dis·
posición adicional decimoquinta de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre.
de Presupuestos. Generales del Estado para 1985, Y en el arto 20 de
la Ley 26/1984, de Defensa de lbs Consumidores y Usuarios. Con­
cretamente se impugnan los apartados de la referida Orden en cuanto
a los requisitos que deberían reunir las asociaciones que solicitaran
las subvenciones. el destino de las cantidades globales asignadas a aque·
llas y el procedimiento a seguir para la solicittld de subvenciones sobre
el 70 por 100 de las subvenciones a distribuir entn:- las asociaciones
radicadas en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Cata·
luña, pues no se recurre el apartado 2.° de la Orden, en el que se
establece la reserva del 30 por 100 para subvencionar asociaciones
de ámbito nacional.

Para el representante del Consejo ~ecutivo de la Generalidad. la
Orden de 18 de febrero de 1985. atenta en primer término al principio
de autonomía flitanciera garantizado por el arto 156.1 CE., vulnerando
las competencias de la Generalidad inherentes al citado principio reco­
nocidas en los arts. 44.8. 49 Yconcordantes del Estatuto de Autonomía
de Cataluña (en lo sucesivo. E.AC). al igual que el arto 78 de la
Ley 50/1984, de la que trae causa.

En segundo lugar. se manifiesta que los apartados cuestionados
de la Orden ministerial invaden la competencia en materia de defensa
del consumidor y del usuario. que es exclusiva de la Generalidad de
Cataluña. en virtud del arto 12.1.5 del E.A.C., sin perjuicio de la politica
general de precios y de la legislación para la defensa de la competencia
y de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica
general y la política del Estado. En virtud de esta asunción de com~

petencia. por Real Decreto 2575/1983. de 20 de julio. se traspasaron a
la Generalidad de Cataluña funciones y servicios del Estado en materia
de defensa del consumidor y del usuario y. concretamente las relativas
al fomento de actividades y al desarrollo de las Asociaciones de Con·
sumidores y Usuarios. salvo en lo concerniente a las funciones relativas
al fomento de las Asociaciones y Federaciones de Consumidores y
Usuarios de ámbito estatal .

y fmalmente, se manifiesta que es imposible conjugar la Orden
en cuestión con la competencia exclusiva de la Generalidad de Cataluña.
que en virtud de lo dispuesto en el arto 25.2 E.A.C. comprende la
potestad legislativa, la reglamentaria y la función ejecutiva, incluida
la inspección, y en cuya virtud se han dictado diversas disposiciones,

Por· su parte, para el Abogado del Estado, la Orden ministerial
no invade la competencia anteriormente aludida. pues la competencia
exclusiva de ordenación y gestión de la defensa del consumidor por
la Generalidad de Cataluña, no impide la previsión de los Presupuestos
Generales del Estado de subvenciones dirigidas a Asociaciones de Con·
sumidorc:s radicadas en el ámbito de·Cataluña, y la regulación posterior,
por la Orden cuestionada. de los requisitos. fmalidades y procedimiento
para obtener las subvencione.. por las Asociaciones de Consumidores.
y por último. considera Que ha desaparecido el objeto del presente
conflicto por la STC 96/1990, en la que se declara que es conforme
a la Constitución el arto 78 de la Ley 5011984, en el que tiene su
cobertura tegalla Orden cuestionada.

3. Es cierto como afuma el Abogado del Estado. que en nuestra
STC 96/1990. se declaró la conforntidad con la Constitución del
arto 78 de la Ley 50/1984, siempre que su apartado tercero -control

de la gestión de las subvenciones- se interpretara en los términos con·
tenidos en el fundamento jurídico 16 de la referida Sentencia.

Ahora bien, esto no significa que la controversia competencial no
subsista después de la citada Sentencia, ya que llila cosa es la cons·
titucionalidad de las «nonnas para el seguimiento y control de la gestión
de las subvenciones> del arto 78 de la Ley 50/1984, que regulan con
alcance general el procedimiento de gestión indicado, y otra distinta
es las nonnas contenidas en la disposición obj.:to d~l conflicto. que
regulan el procedimiento de concesión de unas determinadas subven­
ciones. y asi en el fundamento jurídico 15 de la STC 961 1990. después
de declarar que el apartado 1.0 del art. 78 es conforme a la Constitución,
añade que «habrá que estar, pues. a la normativa general que para
cada tipo de -subvención dicte el Estado al objeto de precisar sí los
condicionamientos que para la gestión de las subvenciones que en
la misma se determinan se encuadran dentro de los límites del titulo
competencíal que ampara la intervenci,ón estatal o. al contrario. v~
más allá del alcance de dicho titulo. invadiendo las competencias auto.
nómicas sobre la materia subvencionada, lo que significarla no s6\0
alterar el sistemacompetencial, sino también distorsionar la autonomía
fmanciera que para el ejercicio de sus competencias a las Comunidades
Autónoma reconoce el art. 156.1 de la C.E.».

Por tanto, el primer problema a resolver seria determinar cual es
el orden· competencial en el que procede enmarcar· el conflicto. Dado
que el objeto de la Orden ministerial son subvenciones a las Asociaciones
de Consumidores es evidente que nos encontramos ante la materia
de la defensa del consumidor y del usuario. por lo Que a continuación
pasamos a examinar las competencias que sobre la misma gozan la
Comunidad Autónoma de Cataluña y el Estad<;l,

4, El arto 51 de la Constitución Española se limita a reconocer
constitucionalmente el derecho a la defensa del consumidor y el usuario.
y a encomendar a los poderes publicos en abstracto la garantía de
la citada defensa.

Pues bien, la defensa del consumidor es un ..:concepto de talllmplitud
y de contornos imprecisos Que. con ser dificultosa en ocasiones la
operación clarificadora de una norma cuyo designio pudiera .entenderse
que es la protección del consumidor. la operación no resolverla el
problema, pues la norma pudiera estar contemplada en más de una
de las reglas defmidoras de competenciasfl (STC 7111982).

Esto significa Que nos encontramos ante una materia que se carac·
teriza ante todo por su contenido pluridisciplinar. Por lo que «la defensa
del consumidor y del usuario nos sitúa. a grandes rasgos y sin necesidad
de mayores precisiones, ante cuestiones propias de la legislación civil
y mercantil de la protección de la salud (sanidad) y seguridad fisica.
de los intereses económicos y del derecho a la información y a la
educación en relación con el consumo, de la actividad económica y,
en fm, de otra serie de derechos respecto de los cuales pudiera corres·
ponder al Estado la re~ulación de las condiciones básil.'as que garanticen
la igualdad en su ejercicio y en el cumplimiento de sus deberes
(art. 149. en sus nums. 1.6.8. 10. 13, 16 y 29 C.E., principalmente)...»
(STC 1511989).

El arto 12.1.5 del E.AC. incluye como «competencia exclusíva»
la «defensa del consumidor y del usuario*. de acuerdo con «las bases
y la ordenación de la actividad económica general y la política monetaria
del Estado», así como ¡¡en los ténnínos de lo disP4esto en los arts. 38.
131 Y en los nÜms. 11 y 13 del apartado 1 del arto 149 d.~ lo. Cons­
titución», y «sin perjuicio de la politica general de precios y de la
legislación sobre la defensa de la competencia•. En concordancia con
tales disposiciones. por el Real Decreto 2575/1983. de 20 de julio. de
transferencias. se traspasaron a la G<.·neralidad de Cataluña diversas
funciones en materia de defensa del consumidor y del usuario, y con·
cretamente las relativas al fomento de las actividades y al desarrollo
de las Asociaciones de Consumidores y Usuarios. salvo en lo con·
cemiente a las asociaciones de ambito nacional.

Por tanto. dentro de la materia de defensa del consumidor y del
usuario. la competencia sobre las J>\sociaciones de los Consumidores
y Usuarios radicadas en la Comunidad Autónoma de Cataluña. que
es la que nos interesa para resolver el presente conflicto. es competencia
exclusiva de la citada Comunidad. Así ha venido a reconocerlo expre·
samente este Tribunal en la STC 15/1989. que resolvió varios recursos
de inconstitucionalidad formulados por otras tantas Comunidades Autó·
nomas contra la Ler 26/1984, de 19 de julio. General para la Defensa
de los Consumidores y Usuarios. que al examinar el art. 20 de- la
citada Ley que hace referencia a las Asociaciones de Consumidores.
y que se cita expresamente en la orden objeto del conflicto. se manifiesta
que el mencionado precepto es uno de los puntos esenciales de la
defensa de tales consumidores y usuariosll-, por 10 que, para definir
tales asociaciones, establecer sus requisitos y deten;ninar los beneficios
y derechos de que pueden disfrutar, no existe otra cobertura o título
competencíal que el relativo a la materia general de defensa de los
consumidores y usuarios. lo que hace que el arto 20 esté falto de eficaCia
directa en los ordenamientos de las Comunidades Autón0mas... ~ en
que han asumido competencias en esta materia. COl.10 es el caso de
la Comunidad Autónoma de Cutaluña. dejando a salvo el aparta­
do 3 del citado an. 20 que hace referencia a la carga de las Asociaciones
de Consumidor~s de la inscripcí0n en el libro registro llevado al c:fecto
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en el Ministerio de Sanidad y Consumo, para poder obtener los bene­
ílclos otorgados por el Estado.

5. Una vez establecido el deslinde competenciaJ sobre la materia
en cuestion entre el Estado y la Comunidad Autónoma Catalana. ha
llegado el momento de determinar si la regulación de las subvenciones
contenida en la Orden ministerial supone una invasión competencial
por parte del Estado, teniendo presente. como reiteradamente se ha
dicho por este Tribunal. que la facultad de gasto publico en manos
del Estado no es ,.:titulo competencial autónomo que pueda desconocer,
desplazar o limitar las competencias materiales que correspondan a
las Comunidades Autónomas» (STe 179/1985, Yen el mismo sentido.
entre otras, SSTC 96/1990 y 13/1992).

Como hemos declarado en la reciente STC 13/1992. «la fmaneiadón
mediante las Leyes de Presupuestos Generales de acciones de fomento
en materias atribuidas a la competencia exclusiva de las Comunidades
Autónomas no significa. claro está. la imposibilidad para el Estado de
fijar !>íqUlera el destino o jinalidad de política económica o social
a que deben dedicarse esos fondos presupuestarios, pues de otro modo
se produciría una restricciónconstítucionalmente inaceptable en el ejer­
cicio soberano de la fundón legislatíva presupuestaria (arts. 66.2 y
134.1 C.E.). Pero esa afectación ha de ser global o generica, en función
de materias o sectores de la actividad económica o social. de manent
que la especificación presupuestaria de los creditos sea la mínima impres­
cindible para acomodarse a las exigencias del principio de legalidad
presupuestaria y deje el margen necesario de actuación para que las
Comunidades Autónomas puedan ejercer su competencia exclusiva en
la materia...».

Por consiguiente, cuando en el caso que nos ocupa nos encontramos
ante una materia en la que tiene competencia exclusiva la Comunidad
Autónoma de CatalUña, el Estado puede. desde luego. decidir asignar
parte de sus fondos presupuestarios a la materia en cuestión. pero
«... la detenninación del destino de las partidas presupuestarias corres­
pondientes no puede hacerse sino de manera genérica o global, por
sectores o subsectores enteros de la acthidad." (STC 13/1992). Por
otra parte, en estos supuestos. la regulación del procedímiento para
otorgar las subvenciones corresponde a la Comunidad Autónoma
(STC 20111988).

6. Teniendo en cuenta la anterior doctrina, pasamos a analizar
si los preceptos impugnados de la Orden ministerial suponen una inva­
sión de la cor,lpetencia exclusiva que ostenta la Comunidad Autónoma
de Cataluña sobre las Asociaciones de Consumidores y Usuarios radi­
~adas en StllerrllOrio. por parte de la Admínístración Central.

El núm. 1.0 hace referencia a la necesidad de la inscripción de
las Asociacíon.:5 de Consumidores y Usuarios en el censo que se lleve
al efecto en el Instituto Nacional de Consumo, para poder obtener
las subvenciones. así como la no concurrencia de alguna de las cir­
cunstancias previstas en el arto 21 de la Ley 26/1984, de 19 de julio.
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

A) El primer inciso del citado número es consecuencia del apartado
tercero del arto 20 de la Ley 26/1984, en el que se establece la necesidad
de la inscripción de las asociaciones de tal carácter para gozar de
beneficios que les otorgue la citada Ley, disposiciones reglamentarias
y concordantes. en un libro registro que se llevará en el Ministerio
de Sanidad y Consumo.

Pues bien. respecto a esta cuestión. la STC 15/1989 declaró que
la obligación de la inscripción de las asocíaciones para obtener beneficios
no era inconstitucional. sino que opera como una condición previa
para dicho otorgamiento, «no advirtiéndose en eno condicionamiento
ilegitimo alguno para las asociaciones constituidas con arreglo a la
nonnativa propia que, en su caso, pueden dictar las Comunidades
Autónomas con competencia en materia de asociaciones y defensa
del consumidor y del usuario». Y por otra parte. dicha carga 'l ... en­
cuentra plena cobertura en las competencias que el Estado ostenta
en materia de asociaciones y en las que, respecto de determínadas
Comunidades Autónomas, ha retenido tambien en relación a la defensa
d.e los consumidores y usuarios».

Por consiguiente, la obligación de la inscripción de las Asociaciones
de Consumidores y Usuarios en el censo que lleve al efecto el Instituto

. Nacional de Consumo prevista en el primer inciso del numo 1.° de

la Orden ministerial no implica una invasión por el Estado en la com­
petencia exclusiva que sobre esta materia ostenta la Comunidad
impugnante.

B) En cambio, no podemos llegar a la misma conclusión respecto
a los restantes numeros de la Orden ministerial objeto del conilicto,
incluyendo el segundo inciso del núm. 1'<'

En efecto. tanto las circunstancias reguladas en el art. 21 de la
Ley 26/1984, en ;as que no pueden incurrir las Asociaciones de Con­
sumidores para poder obtener las subvenciones previstas en la Orden
ministerial. recogida en el anteriormente citado segundo inciso de!
núm. l.". como la determinación de las fmaUdades especificas a que
deben ir destinadas las subvenciones (apartado 3.°), así como los cri­
terios a ponderar en el reparto de aquéllas (apartado 4.°). Finalmente,
el procedimiento para obtener las mism.as (apartados 6.° y 7.°) entra
de lleno en la competencia exclusiva que ostenta la Comunidad AutO­
noma deCataluna en lo referente a las Asociaciones de Consumidores
radicadas en su territorio. implicando un exceso competencial por parte
del Estado. Pues. de conformidad con la doctrina anteriormente expues­
ta, al tratarse de una competencia exclusiva de la Comunidad Autonoma
recurrente. el Estado debe limitarse a detenninar la afectación generica
del destíno a que deben dedicarse los fondos presupuestarios en función
de materias o sectores de la actividad económica en el caso que nos
ocupa en el sector de las 'Asociaciones de Consumidores radicadas
en el territorio de la Comunidad Autónoma pero las finalidades espe­
cificas a que deben ir destinadas las subvenciones, asi como los requisitos
y demás circunstancias sobre su otorgamiento. y la gestión de las mismas
es competencia de la mencionada Comunidad Autónoma,

7. Finalmente, nos queda por precisar el alcance del fallo de esta
Sentencia. El arto 66 de la LOTe, al decidir sobre la titularidad de
la competencia controvertida, confiere amplias facultades a este Tribunal
en cuanto a acordar la anulación de la disposición objeto de conflicto
y el alcance de dicha nulidad. Como hemos examinado antenonnente,
el exceso competencíal por parte de la Administración Central afecta
al inciso segundo del apartado 1.0 y a los apartados 4.°, 5.°, 6.° y
7.° de la Orden de 29 de marzo de 1985. habiendo solicitado el repre­
sentante del Consejo Ejecutivo de la Generaüdad de Cataluña la nulidad
de los mismos. Pero hay que tener presente Que la citada Orden se
refiere a un ejercicio económico ya cerrado y que ha agotado sus
efectos. y además, la anulación de los citados preceptos podria suponer
perjuidos a aquellas Asociaciones de Consumidores y Usuarios que
hubieran obtenido las subvenciones. por lo que. dadas estas circun5'­
tandas, procede simplemente la declaración· de la titularidad de la
competencia de la concesión de las subvenciones a las Asociaciones
de Consumidores y Usuarios radicadas en la Comunidad Autónoma
de Cataluña para el año 1985 a esta Comunidad. con la obligación
de la inscripción de las mismas en el censo correspondiente del Instituto
Nacional de Consumo, sin necesidad de anular los mencionados pre­
ceptos de la Orden, ni menos todaYla las subvenciones ya concedidas
al amparo de la misma.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucíonal. POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCTON DE LA NACiÓN ESPA·
ÑOLA,

Ha decidido
Declarar
1.0 Que el primer inciso del núm. 1 de la Orden ministerial de 29

de marzo de 1985 no invade la competencia de la Comunidad
Autónoma.

2. 0 Que el inciso segundo del núm. 1 }' de los nums. 3.4, 5. 6 Y í
de la misma Orden invaden la competencla de dícha Comunidad.

Dada en Madrid, a dos de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Firmado: Miguel Rodriguez~Piñeroy Bravo Ferrer.-Luis López
Guerra.-Femando Garda-Mon y González-Regueral.-earlos de la
Vega Benayas.-Eugenio Diaz Eirnil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicen­
te Gírneno Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego Gon­
zález Campos.-Pedro Cruz VíllaI6n.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Rubri·
cado.

24004 Pleno. Sentencia 134IJ991, de 5 de octllbre. ConjUcto posi­
fi~'o de competencia 661/1985. Promovido por el Gobierno
de la Nación en relación con el Decreto 5511985, de 4
de julío, del Consejo de Gobierno de /a Comunidad Autó­
noma de Cantabria, sobre cooperativas de crédito de dicha
Comunidad.

Vicente Gimeno Sendra. don Rafa~l de Mendizábal Allende, don Pedro
Cruz Vtllalón y dOn CarIes Viver Pi~Sunyer, Magistrados, ha pro­
nunciado

EN NOMBRE DEL REY

E~ Pleno..del Tribunal Constitucional, compuesto por don Miguel
Rodnguez-Pinero y Bravo-Ferrer. Presidente; don Luís López Guerra..
don Fernando Garcia-Mon v GonzáJez-Ree.ueraL don Carlos de.la Vega
Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo. don

la siguiente
SENTENClA

En el conflicto positivo de competencia registrado con el núm.
661/85, interpuesto por el Gobierno de la Nación frente al Consejo


